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Presidencia del vicepresidente de la Nación, licenciado Daniel Osvaldo Scioli,

del señor presidente provisional del H. Senado, doctor Marcelo Alejandro Horacio Guinle y

del señor vicepresidente del H. Senado, doctor Marcelo Eduardo López Arias

Secretarios: señor Juan Héctor Estrada y señor Carlos Alberto Machiaroli

Prosecretarios: señor Juan J. Canals, señor José D. Canata y

señor Ricardo Nicanor Gutiérrez

En Buenos Aires, a las 11 y 18 del jueves 16 de diciembre de 2004:

Sr. Presidente. — La sesión está abierta.

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente. — Invito a la señora senadora por Córdoba Haide Delia Giri a izar la banderanacional en el mástil del recinto y a los presentes a ponerse de pie.

— Puestos de pie los presentes, la señora senadora Giri procede a izar la bandera nacional en el mástil del recinto. (Aplausos.)

PLAN DE LABOR

Sr. Presidente. — Obra sobre las bancas de los señores senadores el plan de labor aprobado en el plenario de labor parlamentaria celebrado ayer.

— El texto es el siguiente:

Plan de labor parlamentaria para la sesión del día 15.12.04

Sesión para consideración de acuerdos.

- Consideración en conjunto de los órdenes del día con proyecto de comunicación, resolución o declaración que por Secretaría se enunciarán.

- Consideración de los Órdenes del Día con proyectos de ley:

- 1771, 1660, 1623, 1647, 1651, 1595, 1560, 1372, 1652, 1600, 1645, 1602 y 1617.

Tratamientos sobre tablas a solicitar:

- Dictamen en el proyecto de ley en revisión estableciendo un nuevo plazo para acogerse a los beneficios establecidos por las Leyes 24.043 y 24.411, sus complementarias modificatorias (indemnización para personas desaparecidas o muertas por el accionar de las Fuerzas Armadas). (CD-88/04)

- Proyecto de ley en revisión prorrogando hasta el 31 de diciembre de 2005 el Impuesto a las Ganancias, al Valor Agregado, a los cigarrillos y a los créditos de débitos bancarios (CD- 122/04)

- Dictamen en el proyecto de ley en revisión modificando la Ley 22.415 de Código

Aduanero y la Ley 25.603, de disponibilidad de bienes de terceros que se encuentran en depósitos aduaneros (CD-110/04).
- Dictamen en el proyecto de ley en revisión modificando el artículo 23 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, por la cual se limita la deducción dispuestas por éste a las remuneraciones provenientes de Regímenes Previsionales Especiales (CD-109/04).

- Proyecto de ley de la senadora Avelín y otro denominando “Ruta del Perito Moreno” a la Ruta Nacional N / 40 tramo Abra Pampa y Punta Loyola (S-3411/04).

-Proyecto de comunicación del senador Rossi solicitando informes acerca del volcamiento de dióxido de uranio a la red cloacal de Córdoba que estaría produciendo la Empresa Dioxitek S.A. (S-4010/04).

- Proyecto de comunicación de los senadores Guinle y otros solicitando la previsión de los Tratados de Promoción de Inversiones (T.B.I.) a fin de establecer igualdad de condiciones para inversores extranjeros argentinos (S-4147/04).

- Proyecto de comunicación de los senadores Jaque y Perceval solicitando la asistencia para la reparación de viviendas que fueran afectadas por una granizada en los Departamentos de General Alvear y San Rafael, provincia de Mendoza (S-4300/04).

- Proyecto de comunicación de los senadores Jaque y Perceval solicitando se declaren en emergencia y/o desastre agropecuario los Departamentos de General Alverar y San Rafael, en la provincia de Mendoza, afectadas por una granizada (S-4301/04).

- Proyecto de declaración de la senadora Oviedo declarando de interés la labor del centro educativo Alas y Raíces con sede en Posadas (S-3577/04).

- Proyecto de resolución del senador Cafiero desponiendo publicar en el año iberoamericano de las personas con discapacidad, el trabajo realizado por la Comisión de Población y Desarrollo Humano sobre dicho tema (S-4117/04) (Cámara en Comisión).

- Proyecto de resolución de la senadora Sánchez rindiendo homenaje a Isabel King, al cumplirse 100 años de su muerte (S-1748/04).

- Reproducción de un proyecto de resolución de la senadora Avelín solicitando informes acerca del Acuerdo con Chile sobre Hielos Continentales (S-336/04) (Ref. S-3331/02).

Asuntos que hayan sido reservados en mesa.

(...)

CD 122/04: PRÓRROGA DE LOS IMPUESTOS A LAS GANANCIAS, A LOS CIGARRILLOS, A LOS CRÉDITOS Y

DÉBITOS BANCARIOS Y AL VALOR AGREGADO, CD 110/04: CÓDIGO ADUANERO, CD 109/04:

MODIFICACIÓN DEL IMPUESTO A LAS GANANCIAS, CD 1061/04:, CD 88/04: INDEMNIZACIÓN PARA

PERSONAS DESAPARECIDAS O MUERTAS POR EL ACCIONAR DE LAS FUERZAS ARMADAS, Y OD 1771:

RÉGIMEN DE LA TASA DE ACTUACIÓN ANTE EL TRIBUNAL FISCAL DE LA NACIÓN

Sr. Pichetto. — Señor presidente: con el resto de las autoridades de los bloques se ha acordado un tratamiento en conjunto y un debate en general de todas las iniciativas económicas con sanción de la Cámara de Diputados que conllevan prórrogas de impuestos. A eso, también se agregarán la reforma del Código Aduanero, los fondos para discapacitados derivados del impuesto a las transacciones financieras y otras cuestiones.

Por otro lado, hay una serie de temas que requieren la aprobación del tratamiento sobre tablas, cuya votación habrá que realizar seguidamente para luego abordarlos en forma integral.

Entonces, se trata de un conjunto de proyectos que serán informados por el presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

Sr. Presidente. — Si hay acuerdo, se procederá en consecuencia y se comenzará con el tratamiento de estas iniciativas.

Tiene la palabra el señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: voy a proponer, justamente, un análisis de los proyectos que se van a tratar en conjunto.

Entonces, en primer lugar, voy a requerir que se proceda a la habilitación del tratamiento sobre tablas de aquellas iniciativas que no tienen cumplido el período contemplado en el reglamento de publicación de los órdenes del día —me refiero a los 7 días— y, desde luego, la aprobación de la mecánica pertinente para su tratamiento en forma conjunta.

Solicito la habilitación para el tratamiento sobre tablas del expediente CD. 122/04, que contiene la prórroga de un conjunto de impuestos como el de las transacciones financieras, exención a los reintegros de exportación e impuesto a los cigarrillos.

Por otro lado, también deseamos tratar el Orden del Día 1771 y la habilitación del tratamiento sobre tablas de los siguientes temas: modificación del Código Aduanero, expediente CD. 110/04; ley 25.730 y modificatorias y expedientes CD. 109/04 y CD. 88/04 que involucra una prórroga sobre indemnizaciones establecidas por las leyes 24.043 y 24.411.

Por lo tanto, solicitamos el tratamiento sobre tablas de los proyectos mencionados, y también la habilitación para el tratamiento conjunto en general, siguiéndose el procedimiento pertinente para la votación en particular.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra la señora senadora Ibarra.

Sra. Ibarra. — Señor presidente: ¿podrían repetirse los últimos proyectos?

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: repito todos los expedientes: C.D. 122/04, el orden del día 1.771, el C.D. 88/04, el C.D. 110/04, el C.D. 109/04 y el S. 1.061/04.

Sr. Presidente. — Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el tratamiento sobre tablas de los proyectos.

La votación resulta afirmativa.

Los textos son los siguientes:

Incluir Proyectos Referenciados En Título

Sr. Presidente. — Se procederá en consecuencia.

En virtud de que existe acuerdo para tratarlos en forma conjunta, tiene la palabra el señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: el primer proyecto que someteremos a consideración es el contenido en el orden del día 1.771. Se trata de una modificación del artículo 4° de la ley 22.610, con el objeto de unificar el tratamiento desde el punto de vista de la notificación del domicilio con relación al cobro de carácter compulsivo de las tasas pertinentes del Tribunal Fiscal de la Nación.

Lo que propiciamos —a instancia del Poder Ejecutivo— es que el domicilio de notificación para el caso de los contribuyentes empadronados en la AFIP sea, efectivamente, el que figure en dicho organismo. Y en caso de no integrar el padrón de contribuyentes, el domicilio para la notificación pasaría a ser el del expediente o, supletoriamente, el real. No es necesario abundar en otra observación

¿Con qué objetivo se plantea esta modificación? Precisamente porque cuando se tiene que entablar una acción ante el Tribunal Fiscal de la Nación, el contribuyente tiene cinco días de plazo a posteriori del recurso interpuesto para la cancelación correspondiente de la tasa. A partir de dicho lapso, el Tribunal tiene que establecer los mecanismos de cobro compulsivo para la percepción de las tasas correspondientes.

Se plantea esta medida porque en muchos casos no se puede identificar el domicilio, no sólo para la notificación sino también para el cobro compulsivo de la tasa.

Ante esta situación, nosotros perfeccionamos el instrumento de notificación y de ejecución fiscal de tasas.

—Ocupa la Presidencia el señor presidente provisional del H. Senado, senador Guinle.

Sr. Capitanich. — El segundo tema sería la modificación del artículo 23 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, en virtud de que el artículo 79 de dicha norma —la ley 20.628 y sus modificatorias, texto ordenado en 1997— establece claramente en tres incisos —a), b) y c)— pero sobre todo en el c) —jubilaciones, pensiones, etcétera— lo relacionado con rentas gravables de cuarta categoría.

Por lo tanto, a través de la modificación del último párrafo del artículo 23 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, para el caso de jubilaciones relacionadas con regímenes especiales, en lugar de tener una deducción especial desde los 18 mil pesos, será desde los 6 mil pesos.

Lo que estamos haciendo es aumentar la gravabilidad para aquellos regímenes especiales de jubilaciones, con el fin de plantear una mayor equiparación y equidad en cuanto a la gravabilidad del Impuesto a las Ganancias en virtud de la capacidad contributiva y reconociendo que los regímenes especiales tienen modalidades de aportes de carácter diferente en términos de años de aportes y también de monto total y de la correspondiente percepción de los haberes jubilatorios. Pero se excluyen expresamente aquellos regímenes de carácter particular. En ese sentido, la redacción final del artículo determina que se excluye de esa definición a los regímenes diferenciales dispuestos en virtud de actividades penosas o insalubres determinantes de vejez o agotamiento prematuro, y a los regímenes correspondientes a actividades docentes, científicas y tecnológicas y de retiro de las fuerzas armadas y de seguridad. Por lo tanto, estos no estarían involucrados en esta norma.

En consecuencia, creo que la explicación resulta lo suficientemente clara respecto de la necesidad de aumentar la gravabilidad para aquellos regímenes especiales que por sus años de y sus características de aportes, y su mecanismo de percepción de haberes requieren un incremento en el esquema de utilización de su capacidad contributiva.

En tercer lugar, voy a formular una explicación sintética de la prórroga de dos leyes que son la 24.043 y 24.411 que, junto con sus complementarias y modificatorias, establecen mecanismos de indemnización para personas desaparecidas o muertas por el accionar de las fuerzas armadas y, en ese sentido, debemos reconocer que el artículo 1/ de la ley 24.043 establecía que las personas que durante la vigencia del estado de sitio hubiesen sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional por decisión de éste, o que siendo civiles, hubiesen sufrido detenciones en virtud de actos emanados de tribunales militares —hayan iniciado juicio por daños y perjuicios o no— podrán acogerse a los beneficios de esta ley, siempre que no hubieren percibido indemnización alguna en virtud de sentencia judicial con motivo de hechos contemplados en la presente.

La ley 24.411 establece el otorgamiento de estos beneficios para la desaparición forzada de personas y, en este caso, el artículo 1/, sancionado en 1994, determinaba: las personas que al momento de la formulación de la presente ley se encuentren en situación de desaparición forzada, tendrán derecho a percibir, por medio de sus causahabientes, un beneficio extraordinario.

En consecuencia, ahora venimos a prorrogar por dos años la vigencia de estas leyes y hemos recibido al jefe de gabinete de la Secretaría de Derechos Humanos en la Comisión de Presupuesto y Hacienda en virtud de que existe otro proyecto, que hemos dictaminado, que tiene que ver con la indemnización a exiliados en el mismo período.

Consecuentemente, ello será luego tratado en el recinto, pero lo cierto es que la información indica que así como los organismos de derechos humanos han denunciado treinta mil desapariciones, los trámites efectivamente realizados en virtud de la vigencia de estas leyes solamente llegan a aproximadamente diez mil, cuando existen muchas otras personas que por falta de información o de adecuados canales no han tenido la oportunidad de obtener un resarcimiento de los daños existentes, y por no disponer la norma del plazo de vigencia.

Por lo tanto, estamos prorrogando dos normas para garantizar la accesibilidad de aquellas personas que se encontraran en la situación fijada por la ley.

También quería hacer mención al proyecto contenido en el expediente S 1071/04 que establece la modificación de la ley 25.730. En ese sentido, esa norma planteaba la imposición de multas a aquellos cheques emitidos de manera irregular, destinadas a un fondo para atender las demandas de la discapacidad.

Este proyecto, que ha sido iniciativa de los señores senadores Marín y Gallego, de la provincia de La Pampa, establece la posibilidad de incorporar a los beneficios de la presente ley el impuesto a los cheques diferidos; la factibilidad de distribuir 18 millones de pesos, que hoy están recaudados y que no han sido entregados a las organizaciones que entienden en la problemática de la discapacidad, porque no existe precisión desde el punto de vista jurídico para que el Banco Central de la República Argentina efectúe los depósitos correspondientes que determina la ley.

Ustedes recordarán que nosotros integramos una comisión bicameral para el seguimiento de estos temas con el objeto de verificar que las multas efectivamente se cobren, que ellas puedan ser perfectamente depositadas en el Banco Central y que, a su vez, sean susceptibles de la distribución correspondiente. Por lo tanto, este asunto tiene dictamen favorable de todas las comisiones intervinientes.

A continuación, quiero trabajar dos temas que son complejos y que están vinculados con la prórroga de impuestos. En este sentido, tenemos en tratamiento el proyecto CD 122/04, que contempla la prórroga de tres impuestos, siendo el primero de ellos el referido a los reintegros a las exportaciones, que está contemplado en el artículo 20, inciso l) de la ley de impuesto a las ganancias, texto ordenado 1997 y modificatorias.

En este sentido, existen observaciones, que oportunamente serán señaladas por el miembro informante de la Unión Cívica Radical, que tienen que ver con que ellos no están de acuerdo con el mantenimiento de la gravabilidad al reintegro de las exportaciones; y así lo han establecido en oportunidad de la sanción de la ley 25.731, por la cual establecimos inicialmente este gravamen.

El argumento utilizado por quienes se oponen a este mantenimiento tiene que ver con que si nosotros reconocemos los reintegros a la exportación con la gravabilidad del impuesto a las ganancias, estaríamos implícitamente reconociendo la existencia de un subsidio, lo que podría ser objetable desde la Organización Mundial del Comercio.

Pero la República Argentina no ha tenido ninguna objeción en este sentido. Además, el régimen legal y tributario en nuestro país determina la posibilidad de deducir los gastos e impuestos correspondientes, en virtud de que los tributos no deben exportarse y que existen fallos del Tribunal Fiscal de la Nación y también de la Cámara Federal en lo Contencioso Administrativo, de 1973, que expresamente contempla que esto constituye una ganancia de carácter excedentario.

Podría dar lectura de un muy pequeño párrafo de un fallo de la Sala C del Tribunal Fiscal de la Nación, que dice que si el balance impositivo fuese incidido negativamente con el costo de un tributo, al serle devuelto, su monto debe gravitar con signo contrario. Y el Tribunal también sostuvo que económicamente el reintegro significa un ingreso que importa una mayor utilidad en la operación de exportación. Igual criterio también fue el sostenido por la Sala II de la Cámara Federal en lo Contencioso Administrativo el 24 de diciembre de 1973 en autos Productiva SA.

Esto nos parece muy importante remarcar.

Y podríamos afirmar, a partir de un dictamen técnico de la Dirección General de Impuestos, que quienes se oponen a la gravabilidad del reintegro de exportaciones omiten invariablemente reconocer que la ley argentina autoriza a deducir todos los gastos e insumos vinculados con la renta gravada, que es la exportación, hecho que como se explicó, al compensar una parte de estos costos mediante una devolución, exceptuándola totalmente de imposición, se produce un beneficio adicional, que podría ser cuestionado, con prescindencia de que algunos investigadores interpreten que los mecanismos de reintegro pueden constituir modalidades de transferencia entre fondos públicos hacia los exportadores.

¿Qué quiere decir esto? Que la posición a favor de la gravabilidad del reintegro a las exportaciones, con el objeto de eliminar la exención del inciso l) del artículo 20, lo que dice es que si nosotros no gravamos estamos reconociendo un excedente, una ganancia excedentaria y,consiguientemente, podría ser susceptible de cuestionamientos por parte de la Organización Mundial del Comercio. Por lo tanto, si la Organización Mundial del Comercio interviene en ese análisis, claramente la cuestión para adelante estaría corregida y para atrás no podría ser susceptible de corrección.

En forma correspondiente, quiero decir que esta suspensión de la exención de los reintegros implica una previsión de recaudación para 2005 de 429 millones de pesos contra los 399 millones de pesos que se pretendieron recaudar en 2004.

El monto total de la prórroga de impuestos involucra 9.549 millones de pesos.

Otro gravamen cuya vigencia estamos prorrogando hasta el 31 de diciembre de 2005 es el impuesto adicional de emergencia sobre el precio final de venta de cigarrillos. En este sentido, estamos prorrogando la vigencia de la ley 24.625 hasta el 31 de diciembre de 2005. Se aplicará la alícuota del 7 por ciento conforme a lo que prescribe el decreto 40 de 2004, por el que se establece el impuesto adicional de emergencia. Este impuesto adicional a la venta de cigarrillos es equivalente a 413 millones de pesos en recaudación prevista para el año próximo y, en su proyección para 2004, ha sido de 337 millones de pesos.

Por último, tenemos que considerar la prórroga del impuesto sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias, también hasta el 31 de diciembre de 2005. En este sentido, se prorroga la vigencia de los artículos 1° a 6° de la ley 25.413 y modificatorias.

Recordemos que este impuesto tiene proyectado para el año próximo una recaudación equivalente a 8.707 millones de pesos contra el proyectado de 2004 de 7.648 millones de pesos.

Este impuesto tiene un mecanismo de distribución del 70 por ciento para Nación y 30 por ciento para las provincias argentinas, en virtud del acuerdo fiscal de febrero de 2002. Por lo tanto, es una fuente de financiamiento muy importante para el fisco nacional y también para los fiscos provinciales. A su vez, ustedes saben que se aplica la alícuota del 1,2 por ciento sobre créditos y débitos.

Asimismo, hay un sistema de pago a cuenta del 0,2 por ciento del impuesto a las ganancias y, por supuesto, se han ido flexibilizando las condiciones para las transacciones financieras de depósitos a la vista o en cuenta corriente a depósitos a plazo con el objeto de no alterar la tasa de rentabilidad supuesta de una imposición financiera en plazo fijo. Con esto, quiero decir que se trata de un impuesto que se reconoce como distorsivo en tanto y en cuanto se cobre en términos netos y no se deduzca de otros impuestos como pago a cuenta. Es decir, es un impuesto que tiende a establecer los incentivos para la formalización de la actividad económica —la bancarización de la actividad económica— , para percibir más adecuadamente las fuentes de percepción de ingresos; pero obviamente, si no hay descarga, tiende a ser distorsivo.

Por último, nosotros estamos teniendo un tratamiento especial para el impuesto al valor agregado —fundamentalmente, para el caso de créditos fiscales— en los artículos 5° y 6° del proyecto de ley, por un cupo total de 500 millones de pesos destinado a la operatoria de bienes de capital —bienes muebles e inmuebles— reconocidos como tales por la ley de impuesto a las ganancias. Esto está relacionado con los créditos fiscales existentes para operatorias a partir de 2000 con un esquema de terminación el 30 de septiembre de 2004. Acá lo que se pretende es establecer un cupo fiscal de 500 millones de pesos para todos los bienes de capital que efectivamente hayan sido construidos. La ley establece específicamente una definición de créditos fiscales originados en la compra, construcción, fabricación, elaboración o importación definitiva de bienes de capital realizadas a partir del 1/ de noviembre del año 2000 inclusive, que al 30 de septiembre de 2004 conformaren el saldo en favor de los responsables a que se refiere el primer párrafo del artículo 24 de la ley de Impuesto al Valor Agregado, texto ordenado 1997 y sus modificatorias.

Consiguientemente, se trata de garantizar previsibilidad respecto de la utilización de este cupo fiscal de los créditos fiscales con el objeto de que puedan ser utilizados esos créditos contra otros impuestos o, eventualmente, con un mecanismo de remanente devolutivo en tanto y en cuanto existan inversiones. En la Cámara de Diputados se ha agregado que ese cupo fiscal esté distribuido conforme a una participación del 50 por ciento de las pequeñas y medianas empresas y también con un mecanismo según el cual los incentivos pasen por incrementar el nivel de inversión.

Por lo tanto, Esta es la fundamentación de carácter general para la prórroga de impuestos.

Queda, por último, el tratamiento de la reforma del Código Aduanero. Al respecto quiero transmitir a los representantes de los bloques que haré una exposición de no más de diez minutos, tiempo similar al que seguramente utilizará el senador Sanz; por lo tanto, en veinte o treinta minutos estaríamos en condiciones de votar la norma, si es que nadie hace uso de la palabra.

En general, cuando tratamos la reforma del Código Aduanero lo hacemos en lo que se denomina una iniciativa de combate de la evasión fiscal por parte del Poder Ejecutivo nacional.

En el ejercicio 2003 hemos aprobado el paquete antievasión I, con resultados objetivamente comprobables, toda vez que la recaudación fiscal en nuestro país ha crecido de un modo sustancial. Observamos que efectivamente la recaudación del año 2003 estaba estipulada en 62 mil millones de pesos para el presupuesto 2004 y efectivamente dicho presupuesto ya prevé una recaudación superior a los 80 mil millones de pesos y resta ver cómo será en su finalización.

Efectivamente, en 2005 la Administración Pública Nacional visualiza una recaudación 82.100 millones de pesos y de 106.900 millones de pesos, contemplando la transferencia de recursos coparticipables.

Por lo tanto, la regulación adecuada de los precios de transferencias para las operaciones entre empresas de carácter multinacional, el establecimiento de un mecanismo para la fijación de los precios de comercialización de cereales —que era un tema muy importante que ha sido reglamentado por el Poder Ejecutivo y la operatoria de la AFIP— y los mecanismos tendientes a modificar la ley de procedimientos tributarios 11.683 y sus modificatorias, han generado las condiciones para que la Administración Federal de Ingresos Públicos cuente con herramientas que faciliten el control de la evasión y la detección de determinado tipo de irregularidades que permitan avanzar cualitativamente en el incremento de la recaudación fiscal, que es la base de sustentabilidad del programa de carácter fiscal del Estado nacional y también de los estados provinciales y municipales.

En este contexto se ha diseñado el paquete antievasión II. En ese sentido, en varias oportunidades hemos recibido en la Comisión de Presupuesto y Hacienda al administrador federal de Ingresos Públicos, al subsecretario de Ingresos Públicos y al secretario de Hacienda de la Nación. También recibimos objeciones al proyecto —que las voy a mencionar aquí— y también las respuestas correspondientes.

El paquete antievasión II incluye reformas al Código Aduanero —que las vamos a tratar aquí—, reformas al sistema de seguridad social y a la ley de procedimientos tributarios, con decisiones que involucran decretos del Poder Ejecutivo y resoluciones de parte de las Administración Federal de Ingresos Públicos.

En este contexto —y haciendo uso específico de la fundamentación de las reformas del Código Aduanero—, me parece importante plantear que los objetivos que persigue esta iniciativa están vinculados a determinados ítem. En primer lugar, la AFIP ha promovido un sistema de estampillado aduanero con códigos de barra que identificará productos importados y permitirá su trazabilidad. El objetivo de esta norma es mejorar los procedimientos recaudatorios y de control, aumentando los riesgos de los importadores que opten por la colocación de estampillas que no coincidan con los productos correspondientes. La sustitución del estampillado fiscal es una práctica fraudulenta permanente. La implementación del código de barra lo hace inalterable y consiguientemente aumenta la calidad en el sistema de control. El alcance de esta norma es la nueva estampilla con código de barra, la facilitación del acceso de los comerciantes a esta información y el requisito del ingreso del número de estampilla en las facturas para acreditar la legal tenencia de los productos. Esto es una resolución general que la AFIP está instrumentando.

La otra cuestión que me parece importante es la prohibición de operaciones de comercio exterior que involucren mercaderías falsificadas. Hay un proceso extraordinario de incorporación de mercaderías falsas en la operatoria comercial permanente en nuestro país. Al respecto cabe señalar que existe un objetivo central. En efecto, cuando uno analiza el contexto de la globalización económica y analiza las consecuencias que genera en la comercialización de las facturas o mercaderías falsas, involucra la necesidad de implementar determinado tipo de acciones. Primero, identificar que las operaciones que involucren mercaderías falsificadas sean calificadas como contrabando, de manera tal que el servicio aduanero pueda recurrir al comiso de estas mercaderías y, consiguientemente, aplicar un mecanismo de multas o, eventualmente, suspensión de registro de operadores y la posibilidad, inclusive, de recurrir a un mecanismo de prisión. En este sentido, esta es una de las reformas que se plantean. No solamente en la zona aduanera central, sino también en las zonas aduaneras secundarias. Vuelvo a insistir en este tema porque lo voy a tramitar con todas las observaciones que hay en la materia.

La otra cuestión es la inhabilitación de instrumentos de medición y control utilizados en operaciones internacionales. El objetivo es accionar sobre instrumentos básicos para el control de estas operaciones que actualmente no se encuentran bajo la competencia de la AFIP. Por ejemplo, la habilitación de la Dirección General de Aduanas para realizar un mecanismo de control de los instrumentos de medición y de fiscalización. Aquí, en las operaciones de comercio exterior están involucradas balanzas, tanques, sensores térmicos, etcétera, razón por la cual es absolutamente necesario establecer una verificación adecuada de los instrumentos de medición, porque eso puede dar lugar a procesos de subfacturación de exportaciones o sobrefacturación de importaciones, en virtud de falencias en los instrumentos de medición. Los instrumentos de medición tienen que estar perfectamente identificados, perfectamente convalidados técnicamente y, a su vez, tienen que prever el sistema de supervisión y registro por parte de la Aduana.

En este sentido, cuando existen irregularidades, naturalmente se debe proceder a la inhabilitación correspondiente de estos instrumentos de medición, con la aplicación de las sanciones correspondientes.

La otra cuestión es que hay que evitar está vinculada con algo que se plantea en forma usual en nuestro territorio, que es la facilitación, disposición o venta de mercaderías secuestradas. ¿Qué es lo que ocurre hoy en la AFIP y en la Dirección General de Aduanas? Por el accionar de las fuerzas de seguridad y como consecuencia de la intervención de la Aduana hay una cantidad de mercadería comisada como consecuencia de contrabando. Y resulta que toda esa mercadería tiene que ser resguardada en depósitos de carácter fiscal o aduaneros que implican un costo desde el punto de vista de su mantenimiento, así como también por la adopción de los seguros correspondientes contra incendio o robo de las mercaderías. Además, determinado tipo de bienes muebles —sobre todo aquellos bienes durables— en muchos casos están sometidos a un proceso de obsolescencia o de deterioro de carácter tecnológico derivado del transcurso del tiempo. Consiguientemente, lo que esta norma prevé es la factibilidad de que esa mercadería comisada pueda ser comercializada a través de instrumentos, como por ejemplo, remate público, y que el producido de esa venta forme parte de un fondo, con la reserva de una muestra que constituya prueba del proceso. De manera tal que un juez interviniente en una causa pueda, eventualmente, disponer la muestra correspondiente para la prueba dentro del proceso judicial.

Pero, a su vez, si a los cinco, seis o siete años ocurre el hecho de que la operación haya sido realizada correctamente, de acuerdo con los parámetros legales, la indemnización correspondiente sea en valor monetario y no en la entrega de un bien que pudo haber sido deteriorado, obsoleto, etcétera. Esta es una modificación de la ley 25.603.

Insisto en que nosotros, a instancia suya, señor presidente, hemos modificado el artículo 5° de la ley 25.603, estableciendo mecanismos de flexibilización respecto de la disposición y el destino final de los bienes, tanto en cuanto a la distribución geográfica como con respecto a otras áreas o jurisdicciones distintas de las originalmente dispuestas.

También planteamos la necesidad de la incorporación de tecnología no intrusiva para controlar contenedores mediante scanners. Esta es una cuestión de operatoria interna de la AFIP.

Es decir que es necesario plantear la utilización generalizada de scanners, la reducción de la apertura de contenedores, la obtención de calificación de puerto seguro para el ingreso de mercaderías provenientes, por ejemplo, de los Estados Unidos, para lo cual es necesario mejorar y fortalecer los mecanismos de la Aduana. También es necesario establecer nuevos procedimientos de control aplicables a la operatoria de las empresas de carriers. En este sentido, el objetivo de la norma consiste en exigir a las empresas operadoras de carriers la adopción de mecanismos de transmisión electrónica de datos, anticipación de información y listado de operadores con el objeto de facilitar el rápido despacho de cargas, realizar un control aduanero más eficiente, filmar los espacios de operación de las empresas y contar con un conocimiento anticipado de los desvíos.

También hemos planteado la necesidad de una redefinición de la base imponible de ciertas operaciones de comercio exterior, fundamentalmente para evitar maniobras de las importaciones temporarias relativas al momento y al valor de la nacionalización, y de incorporar el costo de utilización de los medios de transporte alternativos como materia imponible en comercio exterior. Aquí es necesario establecer la fijación del momento y del valor imponible en oportunidad del registro de la declaración jurada original y la actualización de la normativa vigente en materia de medios de transporte, ductos, redes de electricidad, etcétera. Estos medios de transporte, ductos, redes de electricidad no estaban contemplados en el Código Aduanero original, por lo tanto es necesario contemplarlos expresamente dentro de la normativa vigente.

También nos parece muy importante la limitación del momento en el que puede rectificarse la declaración aduanera. Aquí se presenta un tema central: a partir de esta reforma, la rectificación sólo puede hacerse antes de la asignación del canal de selectividad. En general había un criterio de carácter especulativo por parte de los despachantes de aduana u operadores —tanto importadores como exportadores—, de plantear el uso del canal: si era verde, pasaba con una eventual infracción; si era rojo, establecía los mecanismos rectificatorios. A partir de ahora, cualquier rectificación de la declaración jurada tiene que hacerse antes de la asignación del canal de selectividad. Consiguientemente, se establece un mecanismo que perfecciona los sistemas de control y que aumenta la percepción del riesgo por parte de los operadores del sistema.

Además, es importante destacar que se agrega una extensión del sistema de seguimiento satelital de cargas en tránsito. Esto es importante en cuanto a la necesidad de mejorar el control del tránsito de mercaderías aplicando nueva tecnología. Esto implica la imposibilidad de cambio de la mercadería ingresada en frontera durante su tránsito interno, para garantizar la inviolabilidad de la carga transportada, el monitoreo de la ruta de transporte y la reducción del robo de contenedores. Este es un tema importante porque, una vez que la mercadería ingresaba, por ejemplo a través de importaciones en zonas de frontera, había un proceso de cambio absoluto de sus componentes que alteraba todo el sistema de ingreso de la mercadería.

También hay un mejoramiento de las condiciones de organización para el sistema único de control de contrabando. Y, además, respecto de los sistemas de cobranzas coactivas de las deudas aduaneras es importante plantear que hay una extensión de las facultades de cobranza coactiva y de embargo que poseen los agentes fiscales en cuanto a la ejecución de las deudas aduaneras, una simplificación y mayor efectividad en el cobro, utilización de alternativa al domicilio fiscal declarado ante la AFIP, que es muy importante desde el punto de vista de la fijación. Aquí hay una adecuación de la figura del contrabando menor y mayor, es decir, la penalización del contrabando punible judicialmente. O sea, se establece un incremento de 5 mil a 100 mil pesos como monto tope para el encuadre del contrabando menor con el objeto de liberar lo que significa en el 80 por ciento de las causas judiciales el tema del tránsito y menudeo en las zonas de fronteras, de manera de supervisar el control para las transacciones de mayor volumen que requieran una mayor tecnología en el sistema de control y supervisión.

Se establece también una excepción para el tema del contrabando de tabaco y derivados, que se sitúa en 30 mil pesos. Obviamente, también hay un incremento en las multas previstas en el Código Aduanero. Asimismo, se establece la implementación de nuevos mecanismos para el establecimiento de rangos de precios en el sistema informático María. Eso significa atacar la subfacturación de las exportaciones a través de la fijación de mecanismos no arbitrarios para el establecimientos de precios, o sus límites máximos y mínimos. En este caso, el alcance está dado

por la detección por parte del sistema de mediciones de precios que se encuentran fuera de banda. Eso también permite identificar las alertas para subpartidas con diferentes alícuotas y la calificación de la correcta nomenclatura de bienes.

Es muy importante plantear que el avance tecnológico del sistema María en la verificación del control aduanero ha permitido incorporar fuertemente la tecnología informática existente, no solamente mediante la selectividad de los canales, sino también con la identificación expresa de los nomencladores arancelarios. Es decir, que sean equivalentes los del sistema informático con los previstos originalmente en el Código Aduanero correspondiente a través de sus listados. ¿Esto qué permite? Permite aumentar la eficiencia en la captación de las operaciones tanto de exportación como de importación para evitar mecanismos de minimización de ingresos a las cuentas fiscales, lo cual me parece un mecanismo extraordinario porque una de los típicas maniobras era la de buscar la gravabilidad, en el caso de las importaciones, por el producto de menor alícuota relativa, con lo cual se producía una minimización del ingreso al Fisco. También es importante la constitución de garantías por medios informáticos, eso es lo que se va a hacer para mejorar, sobre todo, los costos de operación y el régimen de garantías.

Obviamente, como ocurre en todos los casos, hemos tenido la posibilidad de recibirmúltiples observaciones que pasaré a detallar brevemente con sus correspondientes respuestas.

Hemos recibido objeciones de la Cámara de Importadores de la República Argentina, de la Cámara Argentina de Comercio, del Instituto Argentino de Estudios Aduaneros y de la Cámara de Exportadores de la República Argentina. En general, lo que hemos observado es que todas las objeciones son prácticamente similares. En ese sentido, nos tomamos el trabajo de analizar punto por punto todas estas observaciones y hemos tenido la posibilidad de escuchar las respuestas por parte del administrador general de Ingresos Públicos así como del director general de Aduanas, que nos han respondido con mucha precisión. Yo podría hacer una descripción detallada pero voy a adjuntar a la versión taquigráfica correspondiente todas las observaciones, la versión taquigráfica de la reunión de comisión y las respuestas por escrito a cada una de las objeciones.

Las objeciones que hemos tenido son las siguiente: en primer lugar, plantean que la eliminación de los efectos suspensivos de la impugnación en los casos del artículo 1053, incisos b) y e), afecta garantías constitucionales. Y en ese sentido, lo que plantea la respuesta por parte de la Dirección General de Aduanas es que el artículo cuestionado pone en línea el dispositivo del Código Aduanero con el principio de ejecutoriedad del acto administrativo establecido en el artículo 12 de procedimientos administrativos. Más aún: en la propia exposición de motivos de la ley 22.415, al efectuar el comentario al artículo 1058, se deja constancia de que la decisión adoptada —efecto suspensivo— constituye una excepción al principio general.

Señala que el objetivo de la reforma tiende a una más rápida percepción de lo reclamadodebido y finca su legitimidad en la presunción de constitucionalidad de las leyes y en la posibilidad de acceder por vía recursiva o impugnadora a su revisión. Y existen numerosos precedentes jurisprudenciales por la constitucionalidad del efecto devolutivo en la que, el que concede el recurso de apelación contemplado por el artículo 42 de la ley de entidades financieras, 21.526, por ejemplo, en el caso de multas impuestas a los particulares por el Banco Central de la República Argentina, lo hace al solo efecto devolutivo. Cita una serie de casos que adjuntaré a la versión taquigráfica.

En segundo lugar, se plantea la clausura sin autorización judicial. En este sentido, la posibilidad de que la Aduana pueda clausurar locales en zonas aduaneras secundarias sin autorización judicial previa es contraria a las garantías constitucionales, máxime cuando se lo hace sin necesidad de que se encuentre en juego alguna posible infracción o delito.

En el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados se agregó el texto original y, en lo que se refiere al artículo 124 del Código Aduanero —el 3° del proyecto en tratamiento—, hay un párrafo que establece que el servicio aduanero puede clausurar por el plazo de tres a diez días hábiles, dando cuenta de ello al juez competente en forma inmediata. Así como en los casos vinculados con la AFIP hay una clausura que el mismo juez administrativo realiza para el caso de locales comerciales, en este caso, se extiende a la zona aduanera secundaria, aunque con la notificación al juez competente en forma inmediata. Por lo tanto, existe la garantía constitucional de la intervención del juez competente.

En tercer lugar, otra objeción indica que hay un incremento innecesario de la base imponible para los derechos de exportación en el caso de gasoductos, oleoductos y redes eléctricas. En ese sentido, el proyecto aprobado en la Cámara de Diputados incorpora al artículo 736 del Código Aduanero un inciso d) por el que se establece que el valor imponible de los derechos de exportación incluye la totalidad de los gastos ocasionados hasta el lugar en que se practicase la última medición de embarque para la mercadería que se exportara por oleoductos, gasoductos, poliductos o redes de tendido eléctrico. Define, entonces, una situación hasta entonces no reglada, pero de gran transcendencia, fijando claramente que la base imponible de los derechos incluyen, a más del valor de la mercadería, los gastos incurridos hasta el lugar donde se practica la última medición, estableciendo un momento objetivo, preciso y de clara individualización.

Esto fue debatido en la comisión y lo que quiero apuntar es que nos pareció muy razonable establecer los mecanismos oportunos y precisos para la identificación de la fijación de la base imponible y la deducción de los gastos admisibles. De manera tal que no hay lugar para una interpretación de otra naturaleza, lo cual nos parece muy razonable.

En cuarto lugar, otra objeción radica en que se aumentan las penas privativas de la libertad y ello entra en contradicción con una serie de leyes relativamente recientes sobre excarcelación del contrabando calificado. Efectivamente, se eleva la pena mínima de tres años a cuatro años, por lo cual el delito es no excarcelable. Este es un tema importante porque generar la elevación de las penas y determinar que el delito sea no excarcelable incrementa la percepción del riesgo de la operatoria correspondiente. Por lo tanto, es materia opinable, pero creemos que es absolutamente necesario para aumentar el riesgo de la percepción por parte de quien eventualmente pueda cometer un delito de estas características.

Por último, hay algunas observaciones adicionales a la aplicación de un régimen de ejecución fiscal ajeno al sistema aduanero. En realidad, el artículo 92 de la ley de procedimiento tributario, 11.683 y sus modificatorias, plantea claramente una ejecución similar que ahora se incorpora al caso aduanero.

El artículo 92 de la ley 11.683 prevé una ejecución en la cual prácticamente no hay intervención. Lo claro es que en dicha norma relativa a los procedimientos tributarios, si bien atribuye facultades jurisdiccionales a los agentes fiscales, dichos procedimientos interactúan procesalmente junto con los magistrados judiciales ante los tribunales federales.

Obviamente, el senador Sanz planteó una cuestión importante, en el sentido de prever un mecanismo que permita identificar la responsabilidad de los agentes fiscales en cuanto a la aplicabilidad de las acciones. Nos parece muy importante que los agentes fiscales actúen con

absoluta prudencia y corrección en el ejercicio de sus funciones.

El tema central era por qué le damos un instrumento a alguien que eventualmente puede excederse en sus funciones o en el uso de sus facultades jurisdiccionales. En ese sentido, nos pareció que existen otros antecedentes, como por ejemplo el artículo 39 de la ley 12.962, respecto de las ejecuciones presupuestarias. Al respecto, existe un proyecto en tratamiento en la Comisión de Economía.

En consecuencia, nos pareció interesante prever mecanismos que identifiquen claramente la responsabilidad de los funcionarios y de penalización cuando se produzcan errores.

La otra cuestión a la que se hizo referencia es la inhabilitación de los elementos de medición. En ese sentido, la inhabilitación preventiva tiende a detectar inexactitudes en los elementos de medición. Este es un punto absolutamente necesario para mejorar el funcionamiento de la Dirección General de Aduanas y el proceso de fiscalización.

Obviamente, cuando existen elementos de medición que no son los adecuados tecnológicamente o que intrínsecamente generan problemas serios de medición, esto perjudica al Fisco en términos de recaudación fiscal.

Estas son todas las argumentaciones que quería dar, que se suman a la documentación correspondiente y a las versiones taquigráficas del extenso debate sobre el tema en la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

En virtud de todo ello, consideramos que este proyecto permitirá mejorar sustancialmente la actividad de fiscalización del servicio aduanero porque ataca —reitero— la falsificación de mercaderías. Además, mejorará la capacidad operativa de la Aduana, a través de un servicio aduanero secundario; permitirá disponer de los bienes decomisados en términos de recursos líquidos, lo que evitará un incremento en los costos operativos de la Aduana y, a su vez, hará factible el sostenimiento de los recursos para evitar la depreciación de los mismos.

Además, impulsará un mejoramiento de los instrumentos de medición, en los procedimientos de ejecución correspondiente y en la capacidad de intervención del servicio aduanero, a los efectos de atacar duramente el contrabando, maximizar el ingreso de carácter fiscal y adaptar el Código Aduanero —en su contexto y marco jurídico— a la tecnología informática aplicable, con el objeto de evitar fugas de recursos derivados de fallas de los instrumentos de medición o de adecuación de carácter normativo para la percepción, o de la desactualización tecnológica de los procesos de registración.

Esto es todo lo que tenía para decir acerca de la fundamentación de los seis proyectos que he puesto en consideración del pleno para su votación, tanto en general como en particular.

Sr. Presidente (Guinle). — Tiene la palabra el señor senador Sanz.

Sr. Sanz. — Señor presidente: en este paquete que estamos tratando hoy, hay seis expedientes, cinco de ellos serán convertidos en ley, porque se trata de proyectos venidos en revisión de la Cámara de Diputados. Sólo uno tiene origen en esta Cámara, que es el de los senadores Marín y Gallego, vinculado con la Ley de Cheque.

En mérito a la brevedad, y respetando la exposición que ha hecho el miembro informante respecto de cada uno de estos expedientes, y respetando también la discusión y el profundo debate que sobre varias de estas iniciativas se ha dado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, me voy a concentrar solamente en aquellos en los que el bloque de la Unión Cívica Radical tiene algunas diferencias o discrepancias.

En ese sentido, adelanto que respecto del orden día 1771 no tenemos discrepancias y lo vamos a votar favorablemente. Tampoco tenemos objeciones respecto de los proyectos contenidos en los expedientes CD-88/4, CD-109/04 y S-1061/04, este último referido al proyecto de los señores senadores Marín y Gallego por el que se modifica la Ley de Cheque.

Con relación al proyecto contenido en el expediente CD 110/04, vamos a votarlo favorablemente. No obstante, quiero dejar constancia respecto de una cuestión que hace instantes mencionaba el señor miembro informante y que tiene que ver con que dentro del marco del paquete antievasión II, estamos otorgando facultades poderosas, potentes y de alto impacto en la vida económica de las empresas, que van a ser utilizadas por la Administración Federal de Ingresos Públicos —AFIP— como cabeza del sistema tributario nacional, respecto del Código Aduanero con relación a aquellas operaciones de exportación e importación.

En ese sentido, nos parece oportuno y correcto avanzar en la ampliación de dichas facultades y en la adecuación de esas herramientas a las nuevas variables de la dinámica del comercio exterior, tanto en importación como exportación. Pero también queremos dejar sentado aquí lo que ya expresáramos en la discusión de la Comisión y que fue receptado favorablemente por el doctor Alberto Abad y por el administrador general de Aduanas, vinculado con el correlativo equilibrio que debe existir cuando se dota a una repartición pública de herramientas poderosas en materia de fiscalización, inspección y sanción como es el caso, por ejemplo, de la posibilidad de clausurar establecimientos.

Nos parece correcto que la administración cuente con estas herramientas y que pueda profundizarlas y modernizarlas en paridad con la dinámica de las operaciones de comercio exterior y con las nuevas metodologías de evasión que el mundo moderno puede aplicar. Pero del mismo modo, nos parece importante que, como una suerte de garantía o equilibrio, exista una mayor responsabilidad por parte de los funcionarios que tienen a su cargo estas herramientas tan poderosas y de tan alto impacto.

En esta reforma que estamos votando, no existe ese equilibrio pero, sin perjuicio de ello,nosotros la vamos a acompañar, porque entendemos que es mucho más beneficioso darle alproyecto el carácter de ley; es una iniciativa que viene en revisión. Pero queremos también dejarsentada nuestra inquietud, a fin de que sea valorada en otro proyecto o revisada por vía dereglamentación, para que las autoridades tengan esta herramienta para aquellos funcionarios quehagan un uso indebido o incorrecto, y luego, por vía de repetición, la Justicia sea la encargadade poner las cosas en su lugar, a costa de la Administración y en resarcimiento de la víctima.

De este modo, se tendrá al mismo tiempo el correlato de la sanción para quienes hayan hecho una utilización indebida.

Con esta salvedad, reitero que el expediente CD 110/04 va a ser votado favorablemente por nuestro bloque.

Nos vamos a concentrar, entonces, en el único de los expedientes respecto del cual tenemos algunas observaciones en general y en particular. Se trata del CD 122/04, que contiene la sanción de la Cámara de Diputados prorrogando distintos impuestos que siguen conservando la categoría de extraordinarios o no tradicionales y que, inclusive, han sido caratulados —a mi juicio, correctamente— como impuestos de carácter distorsivo.

Estos tributos, como el caso particular del que se aplica a los débitos y créditos de las transferencias bancarias, vulgarmente denominado como impuesto al cheque, fueron creados en momentos excepcionales, de crisis, de emergencia. Por eso, siendo coherentes con nuestro pensamiento respecto de la emergencia, y fundamentalmente en esta materia tributaria, nosotros no podríamos votarlos sin más, sin antes dejar sentada nuestra discrepancia, señalando que es hora de que en nuestro país empecemos a dejar de lado la emergencia en este tipo de situaciones y que empecemos a dejar de lado un sistema tributario que no es progresista sino regresivo y anacrónico.

Y en este sentido, no somos nosotros los únicos que pensamos de esta manera, sino que el propio Poder Ejecutivo lo ha señalado con toda claridad en la exposición de motivos o en el mensaje de elevación del proyecto de presupuesto para el ejercicio económico de 2005, que hace unos días votamos en esta Cámara.

Allí, el Poder Ejecutivo expresa que la política tributaria para 2005 se encuentra dirigida, en primer lugar, a eliminar las alteraciones en el sistema económico, generadas por la aplicación de tributos distorsivos; en segundo lugar, a aportar mayor transparencia al sistema tributario, tendiendo a su simplificación; en tercer lugar, a mejorar la equidad distributiva del sistema tributario; y en cuarto lugar, a generar nuevos recursos necesarios para financiar el gasto público.

Esto es lo que decía el Poder Ejecutivo en el mensaje de elevación del proyecto de presupuesto para el ejercicio económico de 2005, y la verdad es que todos esos principios pueden ser absolutamente compartidos por nosotros y, a la vez, demuestran un análisis objetivo de la realidad de un sistema tributario muy regresivo y distorsivo en general.

Lo cierto es que del dicho al hecho hay mucho trecho y entre lo que se dice y se hace existe una diferencia sustancial. En este sentido, nosotros hoy estamos votando cuestiones que no tienen nada que ver con esa enumeración de principios generales, ya que estamos prorrogando impuestos que distorsionan las reglas de juego normales de la economía que, al ser distorsivos producen desequilibrios, inequidades y que en un país en serio, es necesario que rápidamente vayamos resolviéndolos, eliminándolos de cuajo, totalmente en algunos casos y, en otros, progresivamente, porque es obvio que no se puede desfinanciar el Tesoro nacional, máxime cuando muchos de estos impuestos significan importantes recursos para las provincias, ya que componen la masa coparticipable.

Precisamente esto último que acabo de decir es lo que motiva a nuestra bancada a votar favorablemente en general este CD 122/04, porque luego de haber aprobado el presupuesto nacional, que contempla a estos impuestos como fuente de financiamiento de la Nación y fundamentalmente de las provincias, nos parece una grave irresponsabilidad votarlos en contra en estos momentos. No obstante ello, fijamos posición en contra de algunos de esos tributos.

En el tratamiento en particular, nosotros vamos a votar negativamente el artículo 1/, que fija la prórroga de la suspensión de la exención del impuesto a las ganancias a los reintegros o reembolsos a las exportaciones, dado que queremos ser coherentes con una posición fijada desde siempre, desde que este impuesto se estableció y, además, porque diferimos en la argumentación del miembro informante.

Esto ya lo discutimos en profundidad en el seno de la Comisión de Presupuesto y Hacienda. La diferencia es conceptual y no creo que esa discrepancia esté salvada por la interpretación que se haga puertas adentro de nuestro país. Porque precisamente, el impacto que esta interpretación tiene se proyecta afuera de nuestro país, en el marco de las reglas del comercio internacional, en el marco de la Organización Mundial del Comercio. Precisamente, la interpretación aquí es que si estamos gravando con el impuesto a las ganancias los reembolsos o reintegros a la exportación, los caratularíamos desde el inicio —ab initio, como se dice— como un subsidio; y esto es lo que precisamente reprochan terceros países en la Organización Mundial del Comercio.

Se trata de una contradicción y, de hecho, no es cierto que hasta el momento no haya tenido ninguna reacción en concreto. La ha tenido y para dos productos argentinos: para la miel y para el aceite de oliva. En el seno de la Organización Mundial del Comercio, si bien es cierto que todavía no se ha planteado concretamente la discusión a nivel de una suerte de litis para que nos tengamos que defender frente a una denuncia concreta, existe una presentación por parte del Perú. Ese país ha presentado una objeción muy fuerte respecto de este tipo de medidas de orden nacional. En tal sentido, nos parece que los argumentos de los tribunales argentinos —uno de ellos fue mencionado por el miembro informante y data de 1973— no serían aplicables o aptos para una defensa poderosa o sustancial, llegado el momento de tener que defendernos en una litis en la Organización Mundial del Comercio.

Además, nosotros sostenemos que el propio Congreso, cuando abrió la discusión sobre este impuesto —recuerdo que fue en 2002—, admitió que este gravamen iba a ser de carácter transitorio y excepcional. Entonces, estamos violando esa misma condición que nosotros habíamos impuesto. Es más; hubo una promesa legislativa a la Cámara Argentina de la Exportación, que consta en las versiones taquigráficas de aquella época, en el sentido de que esto se hacía en el marco de la emergencia de 2002, con un dólar a 3.63 pesos; obviamente, esas condiciones no son las de hoy, donde esa divisa ronda los 2,97.

De hecho, las ventajas de ese tipo de cambio se han ido perdiendo con el tiempo y, precisamente, los sectores más afectados no son los de las exportaciones más poderosas —no son los sectores que exportan commodities como el petróleo, hidrocarburos o de otra naturaleza— sino las pequeñas y medianas empresas, que son las gravadas con este impuesto a las ganancias sobre reembolsos o reintegros.

— Murmullos en el recinto.

Sr. Presidente (Guinle). — Por favor, solicito a los senadores hacer silencio y respetar al orador en uso de la palabra.

Adelante, senador Sanz.

Sr. Sanz. — Señor presidente: reitero que en este CD 122, que en general vamos a votar afirmativamente, tenemos un voto negativo en particular respecto del artículo 1° del Título I, por el que se establece el impuesto a las ganancias a reembolsos y reintegros. Asimismo, tenemos una sugerencia respecto del artículo 2°, en el impuesto vinculado con la venta de cigarrillos, que el senador Morales, de nuestra bancada, se va a encargar de explicitar en general y en particular.

Por lo tanto, en conclusión, nuestro bloque va a votar favorablemente y sin objeciones el Orden del Día 1771, el CD 88, el CD 110, el CD 109 y el S-1.061, todos de 2004; va a votar afirmativamente en general el 122/04, negativo el artículo 1° del Título I y negativo —con ofrecimiento de una sustitución— el artículo 2°, vinculado con el impuesto a la venta de cigarrillos.

Sr. Presidente (Guinle). — Tiene la palabra el senador Giustiniani.

Sr. Giustiniani. — Señor presidente: quiero adelantar mi voto afirmativo en los expedientes en tratamiento. En primer lugar, el expediente CD 109/04, que contiene el proyecto de ley en revisión por el que se modifica el artículo 23 de la ley de impuesto a las ganancias.

Quiero adelantar mi voto afirmativo, en general, en el expediente CD. 110/04. Se trata de un proyecto de ley en revisión por el que se modifica la ley 22.415, de Código Aduanero, y la ley 25.603 sobre disponibilidad de bienes de terceros que se encuentran en depósitos aduaneros.

También deseo adelantar mi voto positivo para el dictamen en el expediente CD.122/04, que prorroga diversos impuestos en general. Posteriormente haré algunas observaciones en particular sobre este tema, ya que se trata de un monto importante en cuanto impuesto, especialmente todo lo relacionado con la prórroga del impuesto a los créditos y débitos en cuentas bancarias.

Por otra parte, quiero adelantar mi voto afirmativo en el proyecto de ley en revisión por el que se establece un nuevo plazo para acogerse a los beneficios establecidos por las leyes 24.043 y 24.411, y también adelantar mi voto negativo para proyecto contenido en el Orden del Día 1771.

Ahora bien, quiero referirme específicamente a la prórroga del impuesto a los créditos y débitos en cuentas bancarias.

Finaliza un año dentro de un contexto de recuperación económica favorable para el país en términos generales. Sin embargo, creo que desde el gobierno nacional no existe la voluntad de realizar una reforma tributaria integral profunda; lo que obviamente continúa siendo una de las grandes materias pendientes en la República Argentina.

En nuestro país —huelga decirlo— rige uno de los sistemas tributarios más regresivos del mundo: los que más tienen y los que más ganan no pagan los impuestos como deberían hacerlo. Hay un impuesto indirecto del IVA en una tasa muy alta y con niveles de recaudación en ganancias y renta que representan, incluso dentro de la región, uno de los niveles más bajos.

Por lo tanto, consideramos que en un contexto económico favorable hubiera sido bueno un debate en el país acerca de un nuevo sistema tributario integral.

Recordemos la prórroga de la llamada “ley del cheque” —que llegó al Senado para su tratamiento en un momento de emergencia—, donde había que sacar dinero de algún lado y las cuentas públicas estaban absolutamente desfinanciadas. Sin embargo, más allá de tratarse de un impuesto que se cobra fácilmente, se continúa prorrogando.

No estamos de acuerdo con este impuesto porque es claramente distorsivo. Creo que desde el punto de vista de la producción y de su significado, desincentiva la utilización del sistema bancario; por lo cual se genera una baja bancarización de la economía y se alienta la economía informal. A su vez, al ser también trasladable, tiene una repercusión importante sobre los precios.

Esa es la realidad de lo que ha pasado desde que se aplica este impuesto.

Ahora bien, desde el punto de vista fiscal tiene una magnitud fundamental: está incluido en el presupuesto 2005, ya aprobado. Por lo tanto, su tratamiento en este recinto es casi una formalidad. Recordemos que se trata de un impuesto que aporta 8.700 millones al Fisco, lo que representa un 10 por ciento de la recaudación total. En consecuencia, pareciera ser un ejercicio intelectual en este momento discutir sobre un impuesto que ya está aprobado en un presupuesto en sesiones anteriores.

Por eso digo que me parece que hubiera sido bueno que este impuesto —totalmente distorsivo, como la posibilidad real de la baja del IVA— se considere en una reforma integral profunda, a fin de elevar los índices de renta y de ganancias.

Considero que de ese modo nos acercaríamos al país normal que anhelamos todos los argentinos y que todavía no tenemos.

Y los que menos tienen siguen siendo, a través de los impuestos indirectos, los que más pagan.

Por eso, señor presidente, no voy a estar de acuerdo con la prórroga de este impuesto en el tratamiento de este expediente. Y, como dije antes, expreso mi voto favorable a todos los demás expedientes, con la solicitud de inserción para el fundamento de mi voto en los demás temas.

Sr. Presidente (Guinle). — Tiene la palabra el señor senador Morales.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: antes de que hable el senador Morales...

Sr. Presidente (Guinle). — Le vamos a conceder la palabra al senador Salvatori. ¿Usted le solicita una interrupción?

Sr. Capitanich. — Sí, señor presidente.

Sr. Presidente (Guinle). — Senador Salvatori: el senador Capitanich le solicita una interrupción. ¿Se la concede?

Sr. Salvatori. — Sí, cómo no.

Sr. Capitanich. — Solamente deseo hacerle una pregunta al senador Giustiniani: ¿usted votaría del Orden del Día 1.771, de la tasa de actuación ante el Tribunal Fiscal de la Nación?

Sr. Presidente (Guinle). — No dialogue. Pregunte a la Presidencia y trasladamos.

¿Ha expresado eso, senador Giustiniani?

Sr. Presidente (Guinle). — Ruego a los señores senadores que no dialoguen, sino a través de la Presidencia.

Sr. Giustiniani. — Sí, señor presidente.

Sr. Presidente (Guinle). — Tiene la palabra el señor senador Morales.

Sr. Morales. — Señor presidente: como anunció el miembro informante, senador Sanz, en el C.D. 122/04, que justamente trata la prórroga de todos los impuestos —impuesto a las ganancias y especialmente el impuesto adicional de emergencia sobre el precio final de venta de cigarrillos, entre otros—, sobre el título II, artículo 2°, nosotros ya habíamos producido en otra oportunidad la prórroga del impuesto, que está establecido por la ley 24.625. Allí, después de sucesivas modificaciones, se ha establecido el impuesto en un 21 por ciento.

Cuando produjimos la prórroga, en ese momento, recuerdo que inclusive el senador López Arias expresó en este recinto el compromiso del Ministerio de Economía de que el impuesto no supere el 7 por ciento.

En verdad, nosotros en ese momento nos habíamos opuesto. Porque cuando llegó al 21 por ciento, a través de distintas resoluciones del Ministerio de Economía se tuvo que reducir del 21 por ciento al límite inferior del 7 por ciento. Debido a que esto generó un problema en la comercialización y profundizó el problema grave que tiene la comercialización de cigarrillos, que es el contrabando.

Así que a nosotros, después de esta experiencia, nos parece innecesario mantener la alícuota del 21 por ciento. Porque, por otro lado, justamente, Economía cumplió con la promesa que había sido anunciada acá por el senador Marcelo López Arias de mantener el impuesto en un 7 por ciento.

Por ese motivo es que a nosotros nos parece que es innecesario. Sí estamos de acuerdo con la prórroga, porque se trata de un impuesto que tiene como destino el financiamiento del programa social agropecuario —Cambio Rural, entre otros programas fundamentales para el agro—.

Por lo tanto, proponemos mantener la redacción que ha sancionado la Cámara de Diputados, con relación a que la prórroga sea hasta el 31 de diciembre de 2005. Pero nosotros vamos a proponer que se agregue una modificación al primer párrafo del artículo 1° de la ley 24.625, con el siguiente texto, que dejo propuesto también para el tratamiento en particular.

A continuación del artículo 2°, en el Título II del C.D. 122, propongo un texto que diga: "Sustitúyase la alícuota del 21 por ciento por el 7 por ciento en el primer párrafo del artículo 1° de la ley 24.625".

Esto es lo que en realidad se está produciendo actualmente, y es el compromiso que había asumido Economía. Así que, frente a este escenario y a lo innecesario que resulta mantener la alícuota del 21 por ciento, desde el bloque de la Unión Cívica Radical vamos a proponer entonces el agregado del texto que acabo de leer, para que directamente la alícuota sea del 7 por ciento.

Realmente, cualquier incremento de alícuota va a generar lo que nosotros y las

autoridades de Economía ya hemos visto, que es el incremento del contrabando. Este es uno de los problemas más graves en la comercialización del cigarrillo.

Señor presidente: con respecto a la propuesta de agregado de este texto, si es considerado, vamos a votar favorablemente este artículo. Y si no es aceptado por la Comisión, sin perjuicio de votar en general el CD 122, en particular votaríamos en contra porque sostenemos la inclusión de esta modificación, que es la reducción del 21 al 7 por ciento.

Sr. Presidente (Guinle). — Tiene la palabra el senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: no vamos a aceptar modificaciones.

Sr. Pichetto. — Pido la palabra.

Sr. Presidente (Guinle). — ¿Solicita una interrupción, senador?

Sr. Pichetto. — Sí, solicito una interrupción. Antes del cierre a cargo del presidente de la Comisión, sería importante que, por Secretaría, se convoque a los senadores.

Sr. Presidente (Guinle). — Está sonando el timbre.

Sr. Pichetto. — Está bien. Pero que, además, los secretarios llamen a los senadores.

Sr. Presidente (Guinle). — Los asistentes de los bloques deben estar llamando a los legisladores para poder votar porque, cuando el senador Capitanich, como miembro informante, termine de rebatir argumentos, pasaremos a votar.

Continúa en el uso de la palabra el senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: como decía, no vamos a aceptar modificaciones respecto del proyecto de ley en tratamiento, que es el CD 122/04, fundamentalmente porque compartimos el espíritu de que no debe ser modificada la tasa del 7 por ciento. Hay un compromiso claro y explícito del Ministerio de Economía para que la gravabilidad del impuesto sobre la emergencia del cigarrillo sea del 7 por ciento y no del 21 por ciento. Y en este sentido tenemos que recordar que la ley 24.625 contemplaba una alícuota correspondiente, que fue modificada por la 25.239, en el artículo 9° del Título IX, donde se la elevaba al 21 por ciento.

Posteriormente, ustedes bien lo saben, el Ministerio de Economía y Producción ha establecido un mecanismo de negociación con las empresas tabacaleras, con el objetivo de establecer un sistema de pago voluntario de incremento de recursos, con una meta definida, sin afectar aún más la gravabilidad correspondiente. Y hay decretos, como el 792 del 14 de junio de 2001, el 861 del 23 de mayo de 2002 y el decreto número 40 del 9 de enero de 2004, en donde se prorroga la aplicación de la alícuota al 7 por ciento, con los plazos correspondientes. El primer instrumento al que hacía mención disponía la prórroga hasta el 19 de junio de 2002; el segundo instrumento, hasta el 31 de diciembre de 2003, y el tercer instrumento, el decreto 40/04, planteaba la extensión de esa alícuota hasta el 31 de diciembre de 2004.

En oportunidad de analizar esta iniciativa del Poder Ejecutivo, atentos a la necesidad de contar con este instrumento para la percepción de impuestos, tuvimos el compromiso del Ministerio de Economía de mantener los parámetros del decreto 40/04, es decir que la alícuota aplicable al impuesto a la emergencia a los cigarrillos sea equivalente al 7 por ciento.

En ese contexto entendemos innecesaria otra modificación, además de la celeridad con que necesitamos este instrumento para que no se vean afectadas las arcas del Estado nacional, ni las de los estados provinciales, con respecto a la percepción de estos recursos.

Por último, señor presidente, esperando la convalidación del quórum, quisiera expresar que si en la interpretación de la Organización Mundial de Comercio se establece que los reintegros de las exportaciones son un instrumento adicional para aumentar la tasa de rentabilidad de un producto exportable, naturalmente someteríamos al proceso de identificación, vía Organización Mundial de Comercio, a un supuesto subsidio que podría ser efectivamente tratado. Por lo tanto, la no exención de la gravabilidad podría generar condiciones adecuadas para que no se tome el reintegro como un subsidio, sino muy por el contrario, como un elemento de gravabilidad adicional para el fisco.

La tercera cuestión que quiero plantear tiene que ver con la modificación que proponemos a la ley 22.610, de la tasa de actuación ante el Tribunal Fiscal de la Nación. Lo entendemos como absolutamente razonable a los efectos de identificar con precisión el domicilio fiscal para la notificación y el cobro compulsivo de las tasas que como se plantean por cuerdas separadas muchas veces no se pueden contemplar.

Y por último, quiero decir que estamos de acuerdo con la necesidad de establecer un sistema progresivo en materia de imposición y que lo estamos haciendo. Y la primer estrategia para la progresividad es combatir la evasión fiscal, reducir en forma paulatina y gradual los impuestos distorsivos y establecer una estrategia que le permita a la Argentina tener solvencia fiscal de largo plazo y en forma intertemporal.

Sr. Presidente (Guinle).— Si tomamos asiento tenemos el quórum necesario y estamos en condiciones de votar.

Tiene la palabra el señor senador Pichetto.

Sr. Pichetto. — Señor presidente: dado que el debate está cerrado, quiero hacer una propuesta para votar los proyectos de ley por título, en general y en particular, en una sola votación. O sea, enunciamos el proyecto de ley y votamos en general y en particular en una sola oportunidad para poder avanzar con rapidez.

Sr. Presidente (Guinle).— Tiene la palabra el señor senador Sanz.

Sr. Sanz. — Señor presidente: creo que cinco de los seis proyectos, si no me he perdido ninguna intervención, no tendrían problemas, pero hay uno, el CD. 122/04, que me parece, por las observaciones realizadas, que habría que desmembrarlo en la votación.

Sr. Presidente (Guinle).— Atento a la objeción planteada vamos a pasar a tratar en la forma propuesta por el senador Pichetto los cinco proyectos, dejando aparte el CD 122/04, que va a tener el tratamiento pormenorizado que está pidiendo el senador Sanz.

Tiene la palabra el señor senador Salvatori.

Sr. Salvatori. — Señor presidente: solicito la inserción de las exposiciones por la brevedad que queremos transmitirle a la reunión. Por otra parte, quiero hacer dos reservas que se refieren a la prórroga del reembolso por puertos patagónicos, donde se produce un perjuicio, porque disminuye el beneficio, y al régimen del impuesto a los débitos y créditos bancarios, porque siempre lo hemos calificado de distorsivo. Con esas dos reservas manifiesto mi apoyo en general a los proyectos.

Sr. Presidente (Guinle).— Tiene la palabra el señor senador Agúndez.

Sr. Agúndez. — Señor presidente: desgraciadamente no pude venir antes pero yo ya había hablado sobre el expediente CD. 110/04. Solamente, quiero dejar constancia de que el otro día escuché que este proyecto no era para aprobar de la forma en que sale un bollo de una panadería, y me parece que tienen razón. En los artículos 23 a 41 del Código Aduanero están todas las penalidades; por ejemplo, penas de 2 a 8 años y penas de 4 a 12 años. Pero lo grave de esto es que no pasó a la comisión que presido. En ese sentido, si hubiésemos hecho una reunión conjunta con la Comisión de Presupuesto y Hacienda seguramente hubiéramos podido aprobarla. Además de eso, quiero dejar constancia como presidente de la Comisión de Justicia y Asuntos Penales que hay una reformulación bastante importante. El artículo 23 establece una pena de 2 a 8 años y el artículo 25, una pena de 4 a 10 años. Es una lástima que todos los que criticaban cuando en su oportunidad se aumentaban las penas no dijeron nada sobre este tema. Eso lo quiero aclarar porque quiero ser consecuente con todo lo que he venido diciendo y haciendo.

En segundo lugar, lo más grave es que el artículo 23 así como algunos otros violan totalmente el principio básico de la tipicidad. Fíjese que el artículo 23 termina diciendo que le darán una pena de 2 a 8 años a aquellas personas que por cualquier acto u omisión impidieran o dificultaran mediante ardid o engaño el adecuado ejercicio de la función. ¿Yo quisiera saber qué juez puede interpretar esto de no ser una norma totalmente abierta.

Desgraciadamente, estuve en el jurado de enjuiciamiento y por eso no he podido venir ni he podido hablar con mi bloque. Por supuesto, como presidente de la Comisión de Justicia y Asuntos Penales no voy a votar en general ni en particular porque me parece que es una atrocidad que va directamente a la inconstitucionalidad.

Sr. Presidente. — ¿Se va a abstener?

Sr. Agúndez. — No, votaré negativamente.

Sr. Presidente. — Si no se hace uso de la palabra se va a votar en general y en particular en una sola votación.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registran 49 votos afirmativos, 1 negativo y ninguna abstención.

— El resultado de la votación surge del Acta N° ... .

Sr. Presidente. — Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. Se harán las comunicaciones correspondientes

A continuación, si no se hace uso de la palabra se va a votar en general y en particular en una sola votación el dictamen en el proyecto de ley en revisión estableciendo un nuevo plazo para acogerse a los beneficios establecidos por las leyes 24.043 y 24.411, sus complementarias y modificatorias (indemnización para personas desaparecidas o muertas por el accionar de las Fuerzas Armadas) (CD-88/04).

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registran 48 votos afirmativos, 1 negativo y ninguna abstención.

— El resultado de la votación surge del Acta N° .

Sr. Presidente. — Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. Se harán las comunicaciones correspondientes.

Si no se hace uso de la palabra se va a votar en general y en particular en una sola votación el dictamen en el proyecto de ley de los senadores Marín y Gallego por el que se modifica la ley 25.730 sobre multas para cheques rechazados con destino a programas a favor de personas con discapacidad. (S-1061/04)

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registran 52 votos afirmativos, ninguno negativo y ninguna abstención.

— El resultado de la votación surge del Acta N° ... .

Sr. Presidente. — Queda sancionado el proyecto de ley. Se comunicará a la Honorable Cámara de Diputados.

A continuación, si no se hace uso de la palabra se va a votar el dictamen en el proyecto de ley en revisión por el que se modifica la ley 22.415 de Código Aduanero y la ley 25.603 de disponibilidad de bienes de terceros que se encuentran en depósitos aduaneros. (CD-110/04)

Sra. Ibarra.— Pido la palabra.
MODIFICACIÓN DE LEY 22.415

Sr. Presidente. — Tiene la palabra la señora senadora Ibarra.

Sra. Ibarra. — Señor presidente: solicito autorización para abstenerse respecto de los artículos 23, 24 y 25, que son los que modifican penas.

Baso mi abstención en los mismos argumentos brindados por el senador Agúndez, y agrego además que de esta forma se establecen tipos penales abiertos.

En realidad, este tipo de mecánica suele generar el efecto inverso del que se quiere, ya que generalmente se utilizan en el litigio para que no haya condena respecto del contrabando.

Por lo tanto, considero que en realidad se agravan penas dejándose tipos penales abiertos que suelen declararse inconstitucionales y se convierten en cosa litigiosa.

Creo que el proyecto tendría que haber pasado por la Comisión de Asuntos Penales.

Por estos motivos es que pedí autorización para abstenerme en la votación de los tres artículos que mencioné.

Sr. Presidente (Guinle) — Tiene la palabra la señora senadora Conti.

Sra. Conti. — Señor presidente: solicito permiso para abstenerme en los mismos artículos que mencionó la senadora Ibarra.

Sr. Presidente (Guinle) — Tiene la palabra el señor senador Giustiniani.

Sr. Giustiniani. — Señor presidente: yo también solicito abstenerme respecto de esos tres artículos.

Sr. Presidente (Guinle) — Tiene la palabra el señor senador Pichetto.

Sr. Pichetto. — Señor presidente: considero que en primer lugar tendríamos que haber votado los cinco proyectos respecto de los cuales estábamos de acuerdo.

Sr. Presidente (Guinle) — Este es uno de esos proyectos.

Sr. Pichetto. — Pero no están todos de acuerdo.

Sr. Presidente (Guinle) — Este es uno de los cinco proyectos, y sólo se plantearon abstenciones.

Pasamos a votar entonces las solicitudes de abstención formuladas por las senadoras

Ibarra y Conti y por el senador Giustiniani, todas respecto de los artículos 23, 24 y 25.

—La votación resulta afirmativa.

Sr. Presidente (Guinle) — Quedan aprobadas las abstenciones.

Pasamos a considerar en general el proyecto C.D. 110/04.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y en particular.

—Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 47 votos por la afirmativa, 2 por la negativa y 2 abstenciones, además de la 3 abstenciones parciales ya aprobadas.

Sr. Presidente (Guinle) — Tiene la palabra la señora senadora Ibarra.

Sra. Ibarra. — Señor presidente: quiero aclarar que en general yo acompaño el proyecto. Aquí en mi banca el sistema marca que me abstuve.

Sr. Presidente (Guinle) — En virtud de esta observación, pasaremos a votar en general y luego en particular.

En consecuencia, la senadora Ibarra votará a favor en general y luego se abstendrá en la votación en particular.

Por lo tanto, volveremos a votar el proyecto, en primer lugar en general.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 48 votos afirmativos y un voto negativo.

Sr. Presidente (Guinle). — Señores senadores Agúndez y Müller, por favor sírvanse manifestar su voto de viva voz.

Sr. Agúndez. — Negativo.

Sra. Müller. — Afirmativo.

Sr. Secretario (Estrada). — La votación resulta afirmativa.

— El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle). — En consideración en particular el expediente CD 110/04 con las abstenciones de los señores senadores Ibarra, Conti y Giustiniani respecto de los artículos 23, 24 y 25.

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en particular, en un solo acto, los artículos 1/ al 22.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Resultan 45 votos afirmativos, 2 votos negativos y 3 abstenciones.

La votación resulta afirmativa.

— El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Giustiniani. — Está mal, señor presidente.

El problema es que la abstención solicitada se refiere a los artículos 23, 24 y 25; en consecuencia, si se votaba todo el proyecto en particular, estaba bien. Pero si la Presidencia aclara que la votación se practica desde el artículo 1/ al 22, quedamos absteniéndonos respecto de todos los artículos, y no era ese el sentido de nuestro voto.

Sra. Ibarra. — Señor presidente: tengo una sugerencia sencilla. Votemos todo y que se deje constancia de nuestra abstención respecto de estos tres artículos. De esa forma votamos todo a favor...

Sr. Presidente (Guinle). — Señora senadora: se había votado todo de esa forma y, en realidad, habíamos votado en general y en particular como usted lo había solicitado. Y, obviamente, se había dejado constancia de esto...

Sra. Ibarra. — Ah, no... No me dijeron que era así. A mí me salió “abstención” y por eso lo pregunté.

Sr. Presidente (Guinle). — Entonces, lo que vamos a hacer ahora es votar en particular otra vez todo el proyecto de ley contenido en el expediente CD 110/04. Van a constar en actas las tres abstenciones.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en particular.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Resultan 48 votos afirmativos y dos votos negativos.

Las abstenciones constan en actas, conforme fuera explicitado.

La votación resulta afirmativa.

— El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle). — Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. Se harán las comunicaciones correspondientes.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto contenido en el expediente CD 109/04, por el que se modifica el artículo 23 de la ley de Impuesto a las Ganancias, limitando la deducción dispuesta por este a las remuneraciones provenientes de regímenes previsionales especiales. Existe acuerdo para votarlo, en un solo acto, en general y en particular.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Resultan 49 votos afirmativos, ningún voto negativo y ninguna abstención.

— El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle). — Falta su voto, senadora Negre de Alonso.

Sra. Negre de Alonso. — Afirmativa.

Sr. Presidente (Guinle). — Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. Se harán las comunicaciones correspondientes.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley contenido en el expediente CD-122/04 por el que se prorrogan hasta el 31 de diciembre de 2005 diversos impuestos (ganancias, cigarrillos, créditos y débitos bancarios e IVA).

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 47 votos por la afirmativa y 1 voto por la negativa.

La votación resulta afirmativa.

—El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle) .— Queda aprobado en general.

En consideración en particular.

Si no hay objeciones se hará por títulos.

— Asentimiento.

— Se enuncia el Título I, artículo 1°.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Giustiniani. — Pido la palabra.

Sr. Presidente (Guinle) .— Tiene la palabra el señor senador Giustiniani.

Sr. Giustiniani. — En mi exposición hice la aclaración de que iba a votar negativamente la prórroga del impuesto sobre los créditos y débitos bancarios. Como no tengo el expediente acá, quisiera saber a qué se refiere el Título I.

Sr. Secretario (Estrada). — Se refiere al impuesto a las ganancias.

Sr. Giustiniani. — Para ese tema mi voto es positivo.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 34 votos por la afirmativa y 14 votos por la negativa.

La votación resulta afirmativa.

—El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle) .— En consideración en particular el Título II, artículo 2°, sobre impuesto adicional de emergencia sobre el precio final de venta de cigarrillos.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 33 votos por la afirmativa y 14 votos por la negativa.

La votación resulta afirmativa.

—El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle).— Aprobado.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: a fin de agilizar el tratamiento del proyecto, propongo que los Títulos IV y V se voten conjuntamente.

Sr. Presidente (Guinle). — Vamos a ir enunciando y votando por títulos, porque el señor senador Giustiniani manifestó que no tiene la iniciativa sobre su banca.

Tiene la palabra el señor senador Sanz.

Sr. Sanz. — Señor presidente: el título que objetaba el señor senador Giustiniani es el III. Por lo tanto, comparto el criterio de que los títulos IV y V, que no tienen objeciones, se voten en conjunto.

Sr. Presidente (Guinle). — Si no hay observaciones, así se hará.

— Asentimiento.

Sr. Presidente (Guinle). — En consideración el Título III, artículo 3/, impuesto sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 45 votos por la afirmativa y 2 por la negativa.

— El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle). — Aprobado.

A continuación, tal como fue solicitado, en consideración en conjunto los títulos IV y V.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en forma conjunta.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 45 votos por la afirmativa y 2 por la negativa; ninguna abstención.

— El resultado de la votación surge del Acta N / ...

Sr. Presidente (Guinle). — Quedan aprobados.

— El artículo 8 / es de forma.

Sr. Presidente (Guinle). — Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. Se comunicará al Poder Ejecutivo.
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